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LA CUARTA PÁGINA OPINIÓN

La interacción del proceso de globali-
zación y la Gran Recesión han pues-
to de relieve el marcado contraste

de la limitada capacidad de las sociedades
y Gobiernos nacionales frente a la extraor-
dinaria ampliación de la esfera de influen-
cia de las empresas multinacionales y los
centros de poder económico. El desfase en-
tre el ritmo acelerado de la globalización
económica (especialmente financiera) y la
lenta o deficiente respuesta regulatoria ha
creado grandes brechas de gobernabilidad
que es ineludible abordar si se quiere avan-
zar hacia una prosperidad sostenible y
una globalización inclusiva. No se puede
continuar como si nada hubiera pasado,
apuntalando el statu quo, con el riesgo de
volver a caer en lo mismo, según alertaba
recientemente el director general de la
OCDE, Ángel Gurría, en estas mismas pági-
nas (EL PAÍS, 25 de mayo). Hay que inno-
var e introducir cambios sustantivos en la
manera de producir, de consumir y de go-
bernar. Para que estos cambios sean efecti-
vos han de tener dimensión global.

Es hora de dejar atrás viejos y falsos
dilemas excluyentes. Necesitamos más cali-
dad de todo: más Estado democrático de
derecho y más políticas públicas redistribu-
tivas que promuevan la equidad y la inclu-
sión social; más mercados abiertos y com-
petitivos que creen empleos productivos,
fomenten la innovación y generen prospe-
ridad; y más sociedad civil participativa
que desempeñe labores de supervisión ciu-
dadana de los Gobiernos y de las empresas
mediante la exigencia de transparencia y
rendición de cuentas. Sobre todo, es nece-
sario crear mecanismos eficaces de coordi-
nación de la gobernanza global que permi-
tan agregar capacidad política a nivel na-
cional, regional y multilateral y, a la vez,
promuevan la formación de robustas coali-
ciones internacionales de la sociedad civil
para facilitar su participación y escrutinio
en la toma de decisiones.

A menos que se quiera seguir insistien-
do en la ficción de considerar el ámbito
económico-financiero y el funcionamiento
de los mercados como “moralmente neu-
tros”, resulta necesario tener en cuenta cri-
terios de naturaleza ética a la hora de eva-
luar los resultados de la acción de los diver-
sos agentes económicos, incluido su im-
pacto sobre los derechos humanos. Parece
indudable que la naturaleza de la crisis
ilustra claramente la necesidad de desligar-
se de la búsqueda de un irrestricto interés
individual si se aspira a construir una socie-
dad digna, basada en lo que Adam Smith
también reclamó en su Teoría de los senti-
mientos morales como la práctica del pu-
blic spirit para promover el interés común.

La considerable acumulación de poder
económico, fruto de la globalización, ha ge-
nerado en correspondencia una creciente
demanda social de fortalecimiento de los
poderes democráticos y de regeneración
ética. La alta dosis de irresponsabilidad en
la gestación de la crisis, la impunidad de
los principales perpetradores y sus devasta-
dores efectos sociales (desempleo, desigual-
dad y exclusión) no han hecho sino acen-
tuar estas expectativas. La responsabilidad
corporativa se ve así interpelada por un
fuerte imperativo de carácter ético, que
trasciende el marco de obligaciones lega-
les y demanda un compromiso social. Para
que este compromiso sea efectivo deberá
estar integrado en las estrategias empresa-
riales a largo plazo y tener en cuenta tanto
las exigencias de sus accionistas y la com-
petencia como las repercusiones sobre los
grupos de interés concernidos (stakehol-

ders). Cada vez más, se admite la necesidad
de una regulación preventiva y eficaz que
incorpore una evaluación de las potencia-
les consecuencias de la actividad económi-
ca en los entornos sociales y ambientales,
más allá de la cuenta de resultados a corto
plazo. El impacto sobre los derechos huma-
nos está ocupando el centro del debate

actual y, de este modo, la responsabilidad
social corporativa se ha ido situando en un
espacio, cada vez más amplio, entre las nor-
mas legales y las expectativas sociales.

Disponemos ya de instrumentos opera-

tivos para ir cubriendo algunas de las bre-
chas de la gobernanza global en este ámbi-
to. Desde la pasada década, los marcos
conceptuales y la experiencia práctica de
la responsabilidad social empresarial cuen-
tan ya con un importante acervo, gracias a
la iniciativa multilateral promovida por las
Naciones Unidas con el Pacto Mundial

(2000) y el subsiguiente mandato del Re-
presentante Especial del Secretario Gene-
ral de la ONU sobre Empresas y Derechos
Humanos (2005-2011), que han facilitado
un amplio proceso de diálogo y evaluación
con representantes de los Gobiernos, las
empresas y la sociedad civil de una amplia
gama de países, incluidos los países emer-
gentes. La labor de investigación y consul-
ta del representante especial John Ruggie
ha cambiado la naturaleza del debate, evi-
tando el exceso de doctrinarismo y confron-
tación ideológica de las etapas anteriores
para situarlo en un nuevo contexto que
combina los principios éticos con un
pragmatismo eficaz.

La renovada agenda internacional so-
bre empresas y derechos humanos impul-
sada por Naciones Unidas está basada en
un marco comprehensivo de políticas (po-
licy framework) para proteger, respetar y

remediar, con el objetivo de guiar la acción
de los Estados, de las empresas y de la so-
ciedad civil en la prevención y evaluación
de riesgos, y, en su caso, hacer frente a los
impactos negativos derivados de la activi-
dad económica en los derechos humanos.
El marco descansa en tres pilares: la obliga-
ción de los Estados de proteger los dere-
chos humanos; la responsabilidad de las
empresas de respetarlos, actuando con dili-
gencia para prevenir que sus actividades
puedan infringir los derechos de terceros y
responder de los impactos negativos que
puedan ocasionar; la existencia de meca-
nismos efectivos, judiciales y no judiciales,
para remediar los abusos y reparar a las
víctimas (http://www.business-humanrig-
hts.org/SpecialRepPortal/Home).

Los principios rectores y las recomenda-
ciones destinadas a la puesta en práctica
de este marco de políticas serán presenta-
dos ante el Consejo de Derechos Humanos
de las Naciones Unidas en la próxima se-
sión del mes de junio. El marco ha recibido
ya el apoyo de un amplio espectro de Go-
biernos, empresas, organismos internacio-
nales (entre ellos la OCDE) y organizacio-
nes de la sociedad civil. No obstante, algu-
nas de estas últimas han señalado la necesi-
dad de una especificación más precisa de
las obligaciones de los Estados de proteger
y la responsabilidad de las empresas de
respetar, así como de una mayor cobertura
de los mecanismos de reparación de los
abusos, incluida la posibilidad de aplica-
ción de instrumentos de derecho interna-
cional en el ámbito extraterritorial, en rela-
ción con la actividad de las empresas multi-
nacionales. Asimismo, se aboga por el esta-
blecimiento de mecanismos sólidos de su-
pervisión que estén institucionalizados
dentro del sistema de derechos humanos
de la ONU, como la creación de uno o más
procedimientos especiales relativos a las
empresas y los derechos humanos, con
objeto de reforzar su alcance normativo.

En cualquier caso, la culminación del
mandato del representante especial John
Ruggie representa un hito, tanto en el desa-
rrollo conceptual como en la aplicación
operativa de la responsabilidad social cor-
porativa en materia de derechos humanos.
Al comienzo de su labor, hace seis años,
Gobiernos, empresas y representantes de
la sociedad civil, estaban situados en una
especie de “guerra de trincheras” y no exis-
tía un vocabulario común, ni principios so-
bre los que construir un espacio de confian-
za mutua. Ahora, estos mismos actores dis-
ponen de un contrastado acervo de conoci-
mientos y lecciones aprendidas (de buenas
y malas prácticas), así como de una plata-
forma para la acción concertada. La utiliza-
ción de este nuevo instrumento multilate-
ral de soft law permite poder avanzar a
corto y medio plazo de forma gradual y
acumulativa, sin descartar desarrollos
más ambiciosos a largo plazo.

Como ha señalado el propio Ruggie, el
objetivo estratégico del marco para prote-
ger, respetar y remediar es: “lograr la máxi-
ma reducción de daños ocasionados por
los impactos negativos de la actividad eco-
nómica en los derechos humanos, en el
menor tiempo posible”. El respaldo del
Consejo de Derechos Humanos de la ONU
es una gran oportunidad de empezar a ce-
rrar una de las brechas más críticas de la
gobernanza global.

Tomás Jiménez Araya es profesor consultor,
máster de Derechos Humanos y Democracia-
UOC y editor de Hacia una ética económica
global: innovación vs statu quo (Huygens 2010).

Brechas en la gobernanza global
Naciones Unidas presenta este mes de junio los principios de un marco de políticas encaminadas a reducir
los daños ocasionados por los impactos negativos de la actividad económica en los derechos humanos
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Hay un desfase en
el ritmo acelerado de la
globalización económica
y su lenta regulación

La acumulación de
poder financiero genera
demanda social de más
democracia y más ética
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El presidente de Ford Europa,
Stephen Odell anunció ayer en
Valencia “la mayor inversión” de
esta compañía desde que se im-
plantó en España hace ahora 35
años: 812 millones que se desti-
narán a la producción en exclusi-
va para Europa de dos nuevos
modelos, el todocamino Kuga
(230 millones) y el vehículo co-
mercial Transit Connect (582 mi-
llones). Esta inversión se suma a
los 300 millones comprometi-
dos anteriormente para el perio-
do 2009-2012 para la fabrica-
ción del modelo C-MAX y de los
motores EcoBoost.

Acompañado del ministro de
Industria, Miguel Sebastián, y
del presidente de la Generalitat,
Francisco Camps, Odell destacó
también las dificultades por las
que atraviesa en estos momen-
tos la industria del automóvil eu-
ropea al tener que hacer frente a
importantes desequilibrios aran-
celarios en favor de los países
emergentes. Y aprovechó la oca-
sión para solicitar un claro res-
paldo de las autoridades comuni-
tarias a un sector que emplea a
12 millones de trabajadores y su-
pone el 10% de la producción in-
dustrial.

En cuanto a las ayudas recibi-
das por parte del Gobierno cen-
tral y el autonómico alcanzan el
11% de la inversión total realiza-
da, el máximo permitido por la
Comisión Europea en este tipo
de operaciones.

Aunque Sebastián no ha cuan-
tificado el número total de nue-
vos empleos que supondrá la in-
corporación de los nuevos mode-
los, entre otras cosas, porque
también dejará de fabricarse el
Focus el próximo mes de julio, sí
ha señalado que se trata de “va-
rios cientos”.

La producción actual de Al-
mussafes es de 1.144 automóvi-
les diarios, de los que el 44% co-
rresponde al Focus, otro 44% al
C-MAX y el 12% al Fiesta que
también dejará de fabricarse a

corto plazo, por lo que los nue-
vos modelos anunciados ayer de-
berán sustituir al Fiesta y Focus.

A partir del próximo año con
el inicio de la producción de las
dos versiones del Kuga se po-
drían crear entre 400 y 500 nue-
vos puestos de trabajo directos,
según el secretario general de
UGT en Ford, Carlos Faubel. Y si
al año siguiente se alcanza la
producción prevista del Transit,
más de 300.000 unidades, su-

pondría la recuperación del ter-
cer turno de trabajo y se supera-
rían los 1.000 nuevos puestos de
trabajo.

No queda claro, como señala
el secretario de la Sección Sindi-
cal de Comisiones Obreras en
Ford, Miquel Rosaleny, si habrá
que hacer algún nuevo sacrificio
a corto plazo hasta que el Kuga
alcance una producción que neu-
tralice los descensos del Focus y
el Fiesta.

El reconocimiento a los es-
fuerzos de la plantilla actual de
Almussafes (6.144 empleados)
como verdaderos artífices de es-
te logro, no solo ha sido efectua-
do por los representantes sindi-
cales, sino por el propio presiden-
te europeo del grupo automovi-
lístico y el ministro de Industria,
que elogió ayer la capacidad de
diálogo, flexibilidad y responsabi-
lidad de los trabajadores.

Para Miguel Sebastián se tra-
ta de una noticia de gran tras-
cendencia, un “día histórico” en
el que se ha anunciado “la ma-

yor inversión de la historia del
automóvil en España” con la
que se garantiza “el futuro de la
planta de Almussafes para las
próximas décadas”.

Además, se trata de una inver-
sión, según Sebastián, que “rom-
pe con la idea anticuada de que
las plantas españolas solo produ-
cían vehículos pequeños del seg-
mento medio o bajo”.

El presidente de Ford Espa-
ña, José Manuel Machado, quiso
también agradecer el respaldo
de las Administraciones y los tra-
bajadores y garantizó el compro-
miso de su compañía con la plan-
ta de Almussafes a la que consi-
dera un “pilar estratégico para
el crecimiento global”.

Odell comentó el buen mo-
mento por el que atraviesa Ford
en Europa y vaticinó para este
ejercicio, no solo un resultado
positivo, sino una mejora de los
resultados del año pasado, a pe-
sar de las dificultades por las
que atraviesa el sector automovi-
lístico.

Ford invertirá 812 millones en Valencia
para fabricar dos nuevos modelos
La decisión garantiza el futuro de Almussafes durante décadas, según Sebastián

El círculo se estrecha en la
recta final para ocupar el
puesto dejado vacante por Do-
minique Strauss-Kahn al fren-
te del Fondo Monetario Inter-
nacional (FMI). El Consejo de
Administración del organis-
mo anunció la pasada madru-
gada que limitará su elección
a dos candidaturas: la minis-
tra francesa de Finanzas,
Christine Lagarde, y el gober-
nador del Banco de México,
Agustín Carstens.

Eso significa que Stanley
Fischer, gobernador del Ban-
co de Israel y antiguo número
dos en el FMI, queda aparta-
do de facto de la recta final
en la lucha por el puesto. El
motivo, su edad, ya que uno
de los requisitos que seguirá
el directorio en su elección
final es que los candidatos no
tengan más de 65 años. El
también exvicepresidente de
Citigroup supera ese listón
por dos años.

De hecho, el comunicado
del Fondo se limitaba a citar
solo a Lagarde y Carstens. La
candidatura de la francesa es-
tá considerada en este mo-
mento como la que tiene más
posibilidades para llevar la
batuta del Fondo, con lo que
se respetaría la regla no escri-
ta de que la gerencia del orga-
nismo corresponde a una per-
sonalidad europea. Pero eso
no se sabrá hasta el próximo
30 de junio.

El directorio deja claro
que se valorarán los méritos
de ambos aspirantes y que se
reunirán antes con ellos en
Washington para examinar
“sus puntos fuertes”. El ban-
quero mexicano es el prime-
ro en admitir públicamente
que sus posibilidades son ba-
jas, pero está aprovechando
el vacío para dar voz al cla-
mor de las economías emer-
gentes por acabar con esta
vieja tradición que les deja
fuera del mando en el FMI.

El FMI reduce
la carrera
sucesoria
a Lagarde
y Carstens

Rita Barberá, alcaldesa de Valencia, brinda con los presidentes de Ford Europa, Stephen Odell, y Ford España, José
Manuel Machado; el presidente de la Generalitat, Francisco Camps, y el ministro Miguel Sebastián. / jordi vicent
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Las expectativas
son crear más
de mil empleos
en dos años

Las ayudas recibidas
suponen el 11% de la
inversión, el máximo
permitido por la UE


